	Fecha
	25 de junio de 1970
	Sesión número
	31

	Motivo: Amparo

	Recurrente: EDWIN MARBEL CORRALES ACUÑA

	Recurrido: MINISTRO DE GOBERNACIÓN Y POLICÍA

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que solicitó formalmente al recurrido certificación de expediente, lo cual se le ha negado verbalmente, única respuesta que ha recibido de mi gestión.  Alega violación de los artículos 27 y 30 de la Constitución Política. 

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que en virtud de lo dispuesto por los artículos 273 y 276 del Código Fiscal, ese Despacho no puede extender la certificación solicitada, hasta tanto el interesado cumpla con lo ahí establecido. Que el expediente fue enviado a la Procuraduría General de la República, debiendo solicitarse ahora a esa Dependencia.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. En realidad no ha habido negativa de parte del Ministerio de Gobernación en extender la certificación pedida por el recurrente, sino que más bien lo que ha acontecido es que el recurrente no presentó las especies fiscales que se requieren para la obtención del documento que le interesa. El Magistrado Bejarano votó por solicitar el expediente ad effectum videndi.


N° 31
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día veinticinco de junio de mil novecientos setenta, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Quirós, Fernández, Calzada, Coto, Jacobo, Retana, Bejarano, Soto, Blanco, Sanabria, Jugo,  Trejos, Valverde, Porter, Odio y del suplente Urbina Fernández.
Artículo II
Se dio cuenta del recurso de Amparo promovido por el señor Edwin Marbel Corrales Acuña, en el que refiere: “Existe en el Ministerio de Gobernación y Policía un expediente administrativo, levantado en virtud de queja del suscrito en contra del Lic. Jorge Molina Quirós, en su carácter de Oficial Mayor del Registro Público. Cargos numerosos y graves formulé contra dicho señor en el ejercicio de sus funciones, que fueron debidamente comprobados y que ameritaron incluso, recomendación de la Procuraduría General de la República en el sentido de proceder a su despido.  Sin embargo, el señor Ministro de Gobernación y Policía, actuando con lenidad inusitada, decidió absolver al acusado y ordenó archivar el respectivo expediente. 2°) Para efecto de las acciones que pretendo instaurar, con motivo de lo resuelto, solicité formalmente y por escrito al señor Ministro de Gobernación y Policía certificación del expediente expresado en el hecho anterior, lo cual se me ha negado verbalmente, ya que es la única respuesta que he recibido de mi gestión.  La actitud del señor Ministro viola, de modo flagrante, las garantías individuales consagradas en los artículos 27 y 30 de la Constitución Política, en cuanto los mismos expresan: “Artículo 27.- Se garantiza la liberta de petición, en forma individual o colectiva, ante cualquier funcionario público o entidad oficial, y el derecho a obtener pronta resolución.”  Artículo 30.-  Se garantiza el libre acceso a los departamentos administrativos con propósitos de información sobre asuntos de interés público.  Quedan a salvo los secretos de Estado.”  En su libro “Las Garantías Individuales”, segunda edición, página 302, de Ignacio Burgoa, se lee lo siguiente:  “El Estado y sus autoridades (funcionarios y empleados), a virtud de la relación jurídica consagrada en el artículo 8° constitucional (derecho de petición), tienen como obligación, ya no un deber de carácter negativo o abstención como en las anteriores garantías individuales, sino la ejecución o cumplimiento positivos de un hacer consistente en dictar un acuerdo escrito a la solicitud que el gobernado les eleve.  Dicho acuerdo  no es sino el parecer que emite el órgano estatal sobre la petición formulada, sin que ello implique que necesariamente debe resolver de conformidad con términos de la instancia…No obstante, en caso de que el acuerdo que recaiga a una instancia sea notoriamente ilegal o no esté fundado en ley, la autoridad que lo dicta viola el artículo 8° constitucional…”  Acorde con lo expuesto y por ser absolutamente cierto el cargo que formulo pido declarar con lugar el presente recurso de Amparo. Fundamento la gestión en la Ley de Amparo No. 1161 de 2 de junio de 1950.”

El señor Ministro de Gobernación en su informe manifestó lo siguiente: “El día 12 de mayo anterior, el señor Marbel Corrales Acuña presentó ante el Oficial Mayor, solicitud a fin de que se certificara parte del expediente levantado por la Procuraduría General de la República, ante denuncia suya en contra del Lic. Jorge Alberto Molina Quirós, Oficial Mayor del Registro Público, para lo cual adjuntó, a su solicitud en papel sellado de un colón, dos timbres fiscales de un colón cada uno, un timbre forense de un colón y otro de rehabilitación de un valor de cincuenta céntimos. En virtud de lo dispuesto por el artículo 273 del Código Fiscal, reformado por Ley No. 4407 de 2 de setiembre de 1969, así como por lo establecido por el artículo 276 del mismo cuerpo legal, este Despacho no puede extender la certificación solicitada, hasta tanto el interesado cumpla con lo ahí establecido.  El día 6 de junio en curso, el expediente a que se refiere el señor Corrales Acuña, fue enviado a la Procuraduría General de la República, a fin de que los señores Procuradores Víctor M. Bulgarelli y José J. Navarro, que fueron los que levantaron dicha información, estudien nuevamente el expediente con el objeto de que presente la acusación penal correspondiente en contra del citado señor Corrales Acuña, por haber cometido actos delictuosos contra el fisco, según manifestación expresa del Lic. Molina Quirós.  Por las razones apuntadas, la certificación que solicitó no se extendió en su oportunidad, debiendo solicitarse ahora a la Procuraduría General de la República, por estar el expediente en esa Dependencia.”

Previa la deliberación correspondiente, se acordó por mayoría, declarar sin lugar el recurso de Amparo, porque en realidad no ha habido negativa de parte del Ministerio de Gobernación en extender la certificación pedida por el recurrente, sino que más bien lo que ha acontecido es que el señor Corrales Acuña no presentó las especies fiscales que se requieren para la obtención del documento que le interesa, fuera de que por ahora el expediente respectivo se halla en la Procuraduría General de la República.


El Magistrado Bejarano votó por solicitar el expediente ad effectum videndi. 

